
  

Memoria Anual 2025 

 

Secretaría Nacional para la lucha contra el 

Lavado de Activos y el Financiamiento del 

Terrorismo (Senaclaft) 

 



1 
 

SECRETARÍA NACIONAL PARA LA LUCHA CONTRA EL LAVADO DE 
ACTIVOS Y EL FINANCIAMIENTO DEL TERRORISMO (Senaclaft)  

 
 

SITUACIÓN ACTUAL DE LA UNIDAD 

La Secretaría Nacional para la Lucha contra el Lavado de Activos y el Financiamiento del 
Terrorismo (Senaclaft) desarrolla diversos tipos de actividades, tanto en el ámbito interno como 
en el internacional, para cumplir sus cometidos legales, las que pueden separarse básicamente 
en tres áreas diferentes: Coordinación (nacional e internacional), Supervisión e Investigación.  
 
Coordinación nacional: En lo referente al ámbito nacional, el órgano principal es la Comisión 
Coordinadora contra el Lavado de Activos y el Financiamiento del Terrorismo (en adelante LA/FT) 
según lo dispuesto por el artículo 2 de la Ley N° 19.574 “Ley integral contra el Lavado de Activos” 
de 20 de diciembre de 2017. Su objetivo es impulsar, en función de los objetivos y planes 
definidos por el Poder Ejecutivo (PE), el desarrollo de acciones coordinadas por parte de los 
organismos con competencia en la materia. 

Conforme al artículo 1° de la Ley N° 19.574 precitada, la Comisión Coordinadora contra el LA/FT 
depende de la Presidencia de la República y está integrada por un representante de  Presidencia 
de la República, quien la preside y es designado por el Presidente de la República, por el 
Secretario Nacional de la Senaclaft, que la convoca y coordina sus actividades, por los 
Subsecretarios de los Ministerios del Interior (MI), de Economía y Finanzas (MEF), de Defensa 
Nacional (MDN), de Educación y Cultura (MEC), de Relaciones Exteriores (MRREE), el Director 
de la Unidad de Información y Análisis Financiero (UIAF) del Banco Central del Uruguay (BCU) 
y el Presidente de la Junta de Transparencia y Ética Pública (Jutep), pudiendo hacerse 
representar mediante delegados especialmente designados al efecto. 

En el presente año 2025, la Comisión se reunió en cinco ocasiones, ya que se procuró darle un 
fuerte impulso a la coordinación estatal, aspecto que había sido evaluado como insuficiente en 
los años anteriores. En este mismo sentido, corresponde señalar que en todas las instancias en 
que fuera convocada la referida comisión, fue presidida por el Prosecretario de Presidencia de 
la República como forma de darle el más alto respaldo político a la Comisión, en virtud de haber 
sido designado por el PE. Cabe aclarar que la redacción original del artículo 1º de la Ley Nº 
19.574, preveía esta participación del Prosecretario para asegurar el respaldo político del más 
alto nivel, pero ese punto fue modificado por el gobierno anterior. Sin embargo, actualmente se 
está discutiendo en el Parlamento del Uruguay un proyecto de ley que reasigna la presidencia al 
Prosecretario. Adicionalmente, se informa que las reuniones contaron con la concurrencia de los 
Subsecretarios de los respectivos ministerios que la integran, Presidenta y Vicepresidente de la 
Jutep, así como por la Fiscal de Corte y Procuradora General de la Nación (S) en calidad de 
invitada.  

Principales actividades del año: Entre los principales temas tratados por la Comisión en el 
presente año, se abordó, en primer lugar, la "Estrategia Nacional para la lucha contra el Lavado 
de Activos, el Financiamiento del Terrorismo y la Proliferación de Armas de Destrucción Masiva 
2025-2030" (en adelante LA/FT/FP)” y, concomitantemente con ello, el proyecto modificativo de 
la Ley N° 19.574 “Ley integral contra el Lavado de Activos” y otros textos normativos, documentos 
que fueron circularizados entre todos los integrantes para su estudio, análisis y consenso.  
 
La Estrategia Nacional contra el LA/FT/FP: En línea con lo que viene de expresarse, el 7 de 
agosto de 2025 se realizó el lanzamiento de la "Estrategia Nacional para la lucha contra el 
LA/FT/FP 2025-2030", aprobada por Decreto del PE N° 155/025 de 24 de julio de 2025, realizada 
en base a los resultados de la Evaluación Nacional de Riesgos (ENR) de LA/FT aprobada en 
julio de 2023.  
Esta estrategia constituye un gran avance y su posterior implementación permitirá reforzar 
significativamente el funcionamiento y la efectividad del sistema antilavado de activos, contra el 
financiamiento del terrorismo y de la proliferación de armas de destrucción masiva 
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(ALA/CFT/CFP) del país, lo que permitirá enfrentar en mejores condiciones el crimen organizado 
y la inseguridad creciente, procurando su debilitamiento a través del combate a las finanzas de 
las organizaciones delictivas. Asimismo, contribuirá a enfrentar en mejores condiciones el 
proceso de Evaluación Mutua (EM) que el Grupo de Acción Financiera de Latinoamérica 
(GAFILAT) iniciará a nuestro país en el año 2030 (Quinta Ronda de EM). 
 
La Estrategia ya está en marcha y, en tal sentido, se entablaron reuniones con los diversos 
contingentes que figuran como responsables principales, como responsables y/o como 
colaboradores o contrapartes, haciéndose hincapié en que cada organismo designe funcionarios 
que oficien de puntos focales en los respectivos organismos, además de funcionarios que puedan 
trabajar acorde con la temática de los objetivos y acciones en que revisten una o más de estas 
cualidades. Sin perjuicio de ello, más allá de los objetivos en los que la Senaclaft, figura como 
responsable principal, también estará acompañando y dando impulso para el cumplimiento de 
los objetivos y acciones que han sido previstos para el resto de los organismos.  
Teniendo presente los plazos de ejecución fijados (corto, mediano y largo plazo) se continúa 
trabajando en conjunto con todos los organismos involucrados.  
 
El Proyecto de modificación de la Ley Nº 19.574 y otros textos normativos: Tal como se 
expuso, el año 2025 estuvo signado por la remisión al Parlamento del Uruguay del proyecto de 
ley modificativo de la Ley N° 19.574 “Ley integral contra el Lavado de Activos” y otros textos 
normativos, proyecto que, a la fecha, cuenta con media sanción de la Cámara de Senadores y 
ha sido aprobado en general por la Cámara de Representantes, quedando pendiente la discusión 
del articulado en particular por parte de dicha cámara. El proyecto presentado procura mejorar 
algunos aspectos del funcionamiento actual del sistema antilavado (entre otros, la transformación 
de la Fiscalía especializada, el monto de efectivo permitido en las transacciones, la debida 
diligencia simplificada -DDS- en las operaciones bancarizadas, etc.), así como permitir la 
adecuación de la ley integral a los procedimientos del nuevo Código de Proceso Penal (CPP). 
 
A su vez, esto conllevará a trabajar en la adecuación del Decreto reglamentario N° 379/018 de 
12 de noviembre de 2018. 
 
En el ámbito parlamentario, la Senaclaft y la Comisión Coordinadora contra el LA/FT concurrieron 
en diversas oportunidades ante la Comisión de Hacienda de la Cámara de Senadores y la 
Comisión Especial de Lavado de Activos de la Cámara de Representantes en ocasión del 
tratamiento del proyecto de ley antedicho.  
A ello se agregan las comparecencias ante la Comisión Especial de Seguimiento contra el 
Lavado de Activos, Lucha contra el Crimen Organizado y Transparencia (bicameral) y la 
Comisión Especial de Lavado de Activos en relación con cuestiones propias de la Secretaría, y 
en ese sentido se continuará interactuando e intercambiando.  
 
La participación en el Sistema Integral de Lucha contra el Crimen Organizado y el 
Narcotráfico (Silccon): Continuando con el ámbito nacional, por Decreto N° 95/025 de fecha 28 
de abril de 2025, se creó el Sistema Integral de Lucha contra el Crimen Organizado y el 
Narcotráfico (Silccon) conformado por Presidencia de la República, MI, MDN, MRREE, MEF 
(Dirección Nacional de Aduanas -DNA- y Dirección General Impositiva -DGI-), MEC (Jutep y 
Fiscalía General de la Nación -FGN-), Secretaría de Inteligencia Estratégica de Estado (SIEE), 
Secretaría Nacional de Drogas, Senaclaft, Agencia de Gobierno Electrónico y Sociedad de la 
Información (Agesic) y BCU (UIAF). 
Al referido sistema le compete, entre otros, coordinar y articular la cooperación interinstitucional 
entre los organismos públicos que lo conforman, instrumentar mecanismos de intercambio de 
información que permitan agilizar, hacer eficaz y eficiente la coordinación y articulación de las 
políticas públicas que diseñan y ejecutan en los ámbitos de sus respectivas competencias, los 
distintos organismos públicos e instrumentar herramientas tecnológicas que fortalezcan el 
intercambio de información, la creación de sistemas de alerta temprana ante amenazas al 
Sistema, así como la reacción y respuesta frente a las mismas.  
 
En aplicación de lo antes expresado, la Senaclaft participa en dos Grupos de Trabajo: el primero, 
Técnico, con el objetivo de diseñar un proyecto informático integrado y seguro de recepción de 
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información y acceso a las bases de datos propias de los organismos públicos que integran el 
Silccon y el segundo, Jurídico, a fin de definir la normativa aplicable a cada uno de dichos 
organismos, en particular en lo que refiere a las facultades de cada uno para el acceso a la 
información así como sus deberes de secreto y/o reserva.  
 
El Proyecto Senaclaft: En forma paralela, la Senaclaft está trabajando, en conjunto con la 
División de Gestión de Gobierno Electrónico (DGGE), en el desarrollo de un Sistema de 
Información (Proyecto Senaclaft), así como en ampliar las bases de datos a las que tiene acceso, 
mediante la suscripción de convenios con otros organismos. 

En efecto, la Senaclaft recibe información de diversas fuentes oficiales y también maneja fuentes 
abiertas, por lo que se busca su integración en una base de datos uniforme, con la finalidad de 
explotarla de manera efectiva para lograr la identificación, evaluación y entendimiento de los 
riesgos y las características de los distintos sectores obligados, así como contribuir a las 
investigaciones en las que participe o que pueda autogenerar. 
Esto permitirá afianzar el Sistema Nacional de Estadísticas ya desarrollado por la Senaclaft, así 
como generar un sistema integrado de análisis de información que permita enfocar 
eficientemente las acciones de supervisión a desarrollar respecto de los sujetos obligados (SO) 
del sector no financiero (Actividades y Profesiones No Financieras Designadas -APNFD-), así 
como las investigaciones en las que participa o autogenere y, en un plano estratégico, orientar 
la adopción de políticas generales para la prevención y lucha contra el LA/FT.  
 
La Coordinación Internacional: En lo que respecta al ámbito internacional, se trabaja 
proactivamente en el seno de GAFILAT y de sus grupos de trabajo, tanto en las sesiones 
plenarias (Plenos de Representantes de los meses de julio y diciembre de 2025), como en 
diversos proyectos en los que la Senaclaft ha sido convocada para ser parte así como en análisis 
de documentos que han sido puestos a su consideración, además de participar como expertos 
técnicos en la Quinta Ronda de EM que GAFILAT inició a Cuba en 2025 y en la que habrá de 
iniciar a Costa Rica en 2026, lo que nos permitirá interiorizarnos aún más en la nueva 
Metodología de Evaluación, con miras a nuestro propio proceso de EM a iniciarse en el año 2030. 
A ello se suma, la colaboración brindada, a través de expertos técnicos, en el segundo proceso 
de recalificación de la República Bolivariana de Venezuela en el ámbito del Grupo de Acción 
Financiera del Caribe (Gafic),  
 
Huelga decir que, durante el mes de mayo de 2025 y en el marco del proceso de seguimiento 
intensificado en que se encuentra nuestro país, se remitió a GAFILAT el correspondiente informe 
anual de seguimiento con las principales acciones adoptadas por los organismos que conforman 
el sistema nacional ALA/CFT/CFP referidas al nivel de efectividad, de modo de dar cumplimiento 
a las distintas acciones recomendadas por el organismo internacional en ocasión de la última EM 
de nuestro país del año 2019. 
 
En consonancia con la activa participación de la Secretaría, nuestro país fue seleccionado para 
organizar el ejercicio denominado “Simulacro de Congelamiento del Consejo de Seguridad de la 
ONU”, inserto en el proyecto de GAFILAT para desarrollar simulacros de FT y FP a nivel regional. 
Este evento contó con la participación de GAFILAT, diversas autoridades nacionales 
competentes en materia CFT/CFP y 30 sujetos obligados del sector financiero y no financiero. 
 
En lo que refiere al relacionamiento con el Comité Antiterrorismo de la Organización de Naciones 
Unidas (ONU) se ha colaborado con nuestra cancillería en la remisión de los informes técnicos 
que se han enviado al referido Comité, así como con el Comité Interamericano contra el 
Terrorismo (CICTE) y el Grupo de Expertos para el Control del Lavado de Activos (GelaveX), 
ambos de la Organización de Estados Americanos (OEA). 
 
Todo ello, reafirma el fuerte compromiso de nuestro país con los organismos regionales e 
internacionales.  
De acuerdo con lo señalado, la Senaclaft ha definido como línea estratégica procurar que la 
prevención del LA/FT/FP sea tomada como una política de Estado, en línea con una de las 63 
prioridades fijadas por el Gobierno Nacional que en materia de seguridad prevé poner especial 
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atención en el LA. Con esa finalidad se ha procurado fortalecer la posición del país ante los 
organismos regionales e internacionales que se ocupan del LA/FT/FP  
 
La actividad de Supervisión: Por otra parte, se continúa el trabajo en materia de supervisión y 
fiscalización de la actividad de los SO del sector no financiero (APNFD), consolidándose el 
décimo año de trabajo en la materia, ya que esta actividad comenzó a desarrollarse en el año 
2016.  
 
En lo que refiere a la aplicación de sanciones, en este año se impusieron: 23 apercibimientos, 
34 observaciones y 36 multas por un total de 1.488.488 unidades indexadas (UI), equivalente a 
$ 9.561.154 al 31/12/2025.  
Asimismo, se tramitaron y/o tramitan ocho procesos para el cobro de multas, recursos de 
revocación y jerárquico y acciones de nulidad.  
En cuanto al cobro de multas, se promovió Juicio Ejecutivo para el cobro de una multa de 45.001 
UI (equivalente a $ 280.460 pesos uruguayos al 21/02/2025) con traba de embargo genérico.   
Con fecha 7 de noviembre de 2025, recayó Sentencia N° 296/2025 dictada por el Juzgado 
Letrado en lo Contencioso Anulatorio de 2° Turno, desestimando la acción de nulidad y 
confirmando el acto impugnado, actualmente en etapa de apelación.          
En tanto, ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo (TCA) se encuentran en trámite dos 
juicios, habiéndose presentado alegatos en ambos casos. 
 
En la misma línea que años anteriores, se resalta la importante labor llevada a cabo en el seno 
de los Comités de Relacionamiento con las APNFD, donde se mantuvieron fructíferas reuniones 
con los diferentes sectores de actividad a lo largo de todo el año, a fin de relevar sus inquietudes 
respecto al funcionamiento del sistema, las dificultades que se plantean en su sector y explicar 
el enfoque y los procedimientos de supervisión, siendo éste un espacio propicio para que los 
diversos sectores planteen sus dificultades e inquietudes al supervisor, destacándose la 
incorporación de la UIAF a estas reuniones.  
 
A ello se suma, que estas instancias de intercambio y las próximas a concretar en el presente 
año, serán un valioso insumo para la redacción y elaboración de las modificaciones que 
corresponda introducir al Decreto reglamentario N° 379/018 a raíz de las modificaciones 
propuestas a la Ley N°19.574 y otros textos normativos, así como en avances en materia de 
evaluaciones de riesgo sectoriales. 
 
En referencia a este último punto, se trabaja en evaluaciones de riesgo sectoriales, habiendo 
comenzando por las personas y estructuras jurídicas, actividades de trading y zonas francas. A 
dichos efectos se mantienen reuniones con otros organismos públicos vinculados a cada uno de 
esos sectores, así como con representantes de estos últimos. 
 
La participación en Investigaciones de LA/FT: Finalmente, en materia de investigación, en el 
año 2025 la Senaclaft ha intervenido en 47 investigaciones (en las que se recibieron 60 oficios) 
a través del asesoramiento individual o de la formación de equipos multidisciplinarios. 

Teniendo en cuenta la magnitud de estos delitos, es esencial la cooperación entre las distintas 
agencias reguladoras, de inteligencia y de aplicación de la ley para identificar todas las fuentes 
de ganancias ilegales, rastrear los bienes y decomisarlos. A estos efectos adquiere relevancia la 
labor de los equipos multidisciplinarios de apoyo a la investigación (Auxiliares de la Justicia), que 
son requeridos por las Fiscalías Penales especializadas para que los asesoren en este tipo de 
causas complejas y que habitualmente integran la Senaclaft, UIAF, DGI, Banco de Previsión 
Social (BPS), Dirección General de Registros (DGR), DNA y cualquier otro organismo público 
que sea requerido según la especificidad de que se trate, y con la participación de la autoridad 
policial, representada por la repartición con mayor especificidad y capacidad para desarrollar 
investigaciones patrimoniales, con la figura del Oficial del caso como enlace.  
 
En el marco de estas investigaciones judiciales finalizadas o en curso se han elaborado los 
respectivos informes involucrando a 609 personas físicas, 157 personas jurídicas, 195 bienes 
muebles y 151 bienes inmuebles.  
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Teniendo en cuenta que la escasez de casos de LA y decomisos es uno de las principales 
debilidades que presenta nuestro país, ésta es una de las áreas que ha sido priorizada por la 
Senaclaft, por lo que se han reforzado los recursos técnicos disponibles para colaborar con las 
fiscalías especializadas en las investigaciones patrimoniales de los casos de LA. Esta 
priorización, así como la proactividad adoptada por otros organismos vinculados, se ha reflejado 
en el incremento significativo del número de investigaciones en las que participaron técnicos de 
la Senaclaft.  
 
Esta mayor actividad se complementó con las actividades de capacitación realizadas 
conjuntamente con la FGN (que se detallan en otra parte de este documento) y que sirvieron 
para mejorar el conocimiento y el trabajo conjunto entre todos los funcionarios de los organismos 
que participan en los grupos de asesoramiento en materia de LA/FT.  
 
 

METAS TRAZADAS Y LOGROS OBTENIDOS HASTA EL MOMENTO 

A continuación, se da cuenta y se detallan las principales actividades llevadas a cabo por la 
Secretaría durante el año 2025, en cumplimiento de las principales metas trazadas al inicio de la 
presente gestión, así como logros obtenidos en el decurso del corriente año o, en su caso, grado 
de avance respectivo. 
Tal como se ha expuesto anteriormente, en el presente año 2025, la Senaclaft ha desarrollado 
una amplia gama de actividades, que le han permitido continuar incrementando su efectividad 
en las diversas áreas de su competencia.  
 
La Estrategia Nacional para la lucha contra el LA/FT/FP: En el período de gobierno anterior, y 
con apoyo del mismo consultor que coordinó la ENR aprobada en el año 2023, se elaboró una 
nueva Estrategia Nacional para la lucha contra el LA/FT/FP, a partir de las áreas prioritarias 
identificadas en la ENR y que contempla las medidas mitigantes a adoptar por las distintas 
autoridades nacionales competentes hasta marzo de 2030, a fin de atender de forma prioritaria 
los aspectos de mayor riesgo.  
El documento final de la Estrategia Nacional contó con la participación de los actores más 
importantes del sector público y privado y de los principales especialistas y representantes de la 
academia 
El proyecto de Estrategia presentada a mediados del año 2024 a la Presidencia, finalmente no 
fue aprobado en el período anterior de gobierno.  
Dada la urgencia del tema, este gobierno consideró prioritario contar con una Estrategia 
aprobada en el menor plazo posible, lo que fue logrado en julio de 2025 tal como se expuso 
anteriormente, A estos efectos, se resolvió trabajar aprovechando el documento ya existente, 
que fue revisado detalladamente por las nuevas autoridades de cada uno de los organismos 
involucrados, siendo circularizado entre todos los integrantes de la Comisión Coordinadora 
contra el LA/FT para su estudio, análisis y consenso, quienes validaron o incorporaron todos 
aquellos objetivos y acciones que se evaluaron como necesarios y modificaron o eliminaron 
aquellos que se entendieron inadecuados.  
El documento final quedó compuesto por 22 objetivos particulares, tras lo cual fue elevado al PE 
para su aprobación, en cumplimiento de lo establecido en el literal b del artículo 4 de la Ley N° 
19.574. 
 
En ese marco, uno de los hitos más importantes lo constituye el lanzamiento, con fecha 7 de 
agosto de 2025, de la "Estrategia Nacional para la lucha contra el LA/FT/FP 2025-2030", 
aprobada por Decreto del PE N° 155/025 de 24 de julio de 2025, realizada en base a los 
resultados de la ENR de LA/FT aprobada en julio de 2023, en cumplimiento de las 
recomendaciones internacionales en la materia.  
Esta Estrategia constituye un gran avance y su posterior implementación permitirá reforzar 
significativamente el funcionamiento y la efectividad del sistema ALA/CFT/CFP del país, un 
objetivo que resulta imprescindible para combatir efectivamente el crimen organizado y la 
inseguridad, además de que contribuirá a enfrentar en mejores condiciones el proceso de EM 
que GAFILAT iniciará a nuestro país en el año 2030 (Quinta Ronda de EM), teniendo presente 
que en esta quinta ronda, se da mayor énfasis a la efectividad de las medidas implementadas 
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por los países, además de evaluar el cumplimiento técnico de los Estándares que se han 
modificado o de la legislación que ha cambiado el país y es necesario comprobar si se ajusta a 
los Estándares y de abordar nuevos desafíos globales como los activos virtuales, entre ellos, 
criptomonedas y delitos cibernéticos. Además de las mejoras en los sistemas de prevención y 
cumplimiento de los países, se espera lograr un mayor nivel de supervisión, sanciones y 
recuperación de activos, factores identificados como falencias comunes en las evaluaciones 
realizadas en la cuarta ronda. Es de esperar también, que se produzcan con mayor celeridad los 
ajustes normativos pertinentes para abordar las deficiencias detectadas en los países. 
 
De esta forma y, a través de la implementación de la Estrategia Nacional, se habrá de lograr 
transformar las condiciones de actividad de los principales sectores económico-financieros del 
país, disminuyendo sustancialmente el riesgo de LA/FT/FP en cada uno de ellos.  
Como se expresó anteriormente, la “Estrategia Nacional para la lucha contra el LA/FT/FP 2025-

2030” consta de 22 objetivos particulares, discriminados de la siguiente manera:                                                                 

Fortalecimiento institucional (objetivos 1-6): revisión integral del Sistema de Lucha contra el 

LA/FT/FP, fortalecimiento de las estructuras administrativas, la investigación y detección de los 

delitos de LA/FT, los mecanismos de la lucha contra la corrupción y el LA vinculados con ésta, 

los mecanismos de cooperación internacional y los mecanismos tendientes a identificar 

actividades de LA vinculado a delitos tributarios y aduaneros.  

Coordinación y cooperación interinstitucionales (objetivos 7-11): fortalecer los mecanismos de 

coordinación interinstitucional a nivel operativo y la colaboración del sector público, generar 

mecanismos de intercambio de información público/privado y privado/privado, establecer un 

sistema coordinado de estadísticas de LA y sus delitos determinantes, incautaciones y 

decomisos, mejorar el acceso a la información de la DGR por los organismos públicos 

competentes en materia ALA/CFT.  

Medidas preventivas (objetivos 12-17): fortalecer los procesos de supervisión ALA/CFT, la 

capacitación sobre el sistema de detección de operaciones sospechosas, la implementación de 

un enfoque basado en riesgo por los SO y la transparencia de las personas y estructuras jurídicas, 

evaluar la posibilidad de realizar comunicaciones de ciertas operaciones para APNFD a fin de 

que las autoridades competentes accedan a información relevante para detectar actividades 

ilícitas no necesariamente objeto de ROS, revisar la normativa de los SO de la actividad 

inmobiliaria para adecuar los controles a la naturaleza de sus actividades específicas, actualizar 

la evaluación de riesgos LA/FT de los principales sectores de SO y realizar un análisis de otros 

sectores económicos que presenten riesgos de ser utilizados para el LA/FT.  

FT/FP (objetivos 18-22): aplicación de sanciones financieras dirigidas (SFD), detección temprana 

de procesos de radicalización y control de remesas, fortalecimiento de las políticas migratorias y 

control fronterizo, evaluación de riesgo de FP y aaplicación de SFD. 

En función de lo antes expresado, se comenzó a trabajar en pos del cumplimiento y seguimiento 
de las metas y los objetivos trazados en el plan de acción para alcanzar los 22 objetivos centrales 
definidos en función de las amenazas y vulnerabilidades identificadas.  
La Comisión Coordinadora contra el LA/FT es el organismo responsable de evaluar el 
cumplimiento de las acciones previstas y de adoptar las medidas correctivas en aquellos casos 
en que sea necesario. En tal sentido, cabe informar que la citada comisión se reunió 
periódicamente durante el corriente año, donde se trabajó en relación con la referida estrategia, 
teniendo presente que su aprobación fue una de las metas trazadas, además de otras temáticas 
propias de la Comisión.  
Es así, que el punto fue objeto de tratamiento en la Comisión Coordinadora contra el LA/FT, en 
tanto sus organismos integrantes y dependencias de aquéllos figuran como responsables 
principales, co responsables y/o como colaboradores o contrapartes.  
 
En síntesis, tomando como base el plan de acción contenido en la Estrategia Nacional  
corresponde que los organismos identifiquen y realicen el seguimiento de los objetivos y las 
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acciones trazadas que les competen y en las que están identificados como responsables 
principales, co responsables y/o colaboradores o contrapartes, a efectos de ir preparando un 
plan y cronograma de trabajo detallado y específico con acciones concretas que bajen a tierra 
los objetivos de la Estrategia para luego, desarrollarlo en el primer caso y coordinar con el 
responsable principal en el segundo, tratando de cumplir las prioridades y los plazos establecidos 
para cada objetivo (prioridades 1, 2 y 3: corto, mediano y largo plazo respectivamente), 
priorizando los de corto plazo, y llevando trazabilidad del trabajo realizado, reportando los 
avances o problemas que se generen a la Comisión Coordinadora. 
 
En tal sentido, ya se entablaron reuniones con los diversos contingentes que figuran como 
responsables principales, co responsables y/o colaboradores o contrapartes, haciéndose 
hincapié en que cada organismo designe funcionarios que oficien de puntos focales en los 
respectivos organismos, además de funcionarios que puedan trabajar acorde con la temática de 
los objetivos y acciones en que revisten una o más de estas cualidades. Sin perjuicio de ello, la 
Senaclaft, más allá de los objetivos en los que figura como responsable principal, también estará 
acompañando y dando impulso para el cumplimiento de los objetivos que han sido previstos para 
el resto de los organismos.  
Teniendo presente los plazos de ejecución fijados se continúa trabajando en conjunto con todos 
los organismos involucrados, en función de las prioridades 1, 2 y 3 asignadas a las acciones y 
objetivos y su categorización en corto plazo (01/06/2025 - 31/05/2026), mediano plazo 
(01/06/2026 - 31/05/2028) y largo plazo (01/06/2028 - 28/02/2030). 
 
El Grupo de Trabajo contra el FT/FP: En el marco de la Comisión Coordinadora contra el LA/FT, 
continúa funcionando el Grupo de Trabajo sobre Financiamiento del Terrorismo y Proliferación 
de Armas de Destrucción Masiva, integrado por todos los organismos de inteligencia policial y 
militar del Estado (MI, Dirección de Investigaciones de la Policía Nacional -DIPN-, Dirección 
General de Lucha Contra el Crimen Organizado -DGLCCO- e Interpol, Dirección General de 
Información e Inteligencia Policial, División de Investigaciones -DIVIN- de la Prefectura Nacional 
Naval, DNA, Centro Nacional Coordinador contra el Terrorismo -CENACOT-), además de UIAF, 
MRREE, y MEC, para fortalecer la labor preventiva de estos delitos. El mismo es coordinado por 
la SIEE y la Senaclaft. 
En este ámbito, las autoridades cooperan y coordinan el desarrollo e implementación de políticas 
y actividades para enfrentar el FT/FP, estando su labor fundamentalmente enfocada en el 
relevamiento y monitoreo de los riesgos identificados en el país.  
 
Y, en particular, este año se comenzó a trabajar en pos del cumplimiento y seguimiento de las 
metas y los objetivos trazados en el plan de acción de la Estrategia Nacional que guardan estricta 
relación con el FT/FP, tanto en los que sus integrantes figuran como responsables principales, 
co responsables y/o colaboradores o contrapartes, a cuyos efectos se habrá de trabajar en 
idénticas condiciones que las establecidas para las acciones y objetivos que no refieren a esta 
temática, en punto a la designación de responsables/co responsables por organismos, 
acompañamiento de la Senaclaft, planes y cronogramas de trabajo.  
 
El proyecto modificativo de la Ley Nº 19.574 y otros textos normativos: Adicionalmente, el año 
2025 estuvo signado por la remisión al Parlamento del Uruguay del proyecto de ley modificativo 
de la Ley N° 19.574 “Ley integral contra el Lavado de Activos” y otros textos normativos, en 
cumplimiento de la meta trazada en materia normativa. 
Es por ello, que se destaca dentro de los logros, el hecho de que el referido proyecto obtuvo 
media sanción de la Cámara de Senadores, siendo aprobado en general por la Cámara de 
Representantes, por lo que queda pendiente la discusión del articulado en particular por parte de 
dicha cámara.  
A su vez, esto conllevará a trabajar en la adecuación del Decreto reglamentario N° 379/018. 
El presente punto será objeto de mayor desarrollo al hacer referencia a proyectos de ley y 
decretos presentados con iniciativa de la unidad. 
  
El Sistema Integral de Lucha Contra el Crimen Organizado y el Narcotráfico (Silccon): 
Continuando con el ámbito nacional, por Decreto N° 95/025 de fecha 28 de abril de 2025, se creó 
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el Silccon conformado por Presidencia de la República, MI, MDN, MRREE, MEF (DNA y DGI), 
MEC (Jutep y FGN), SIEE, Secretaría Nacional de Drogas, Senaclaft, Agesic y BCU (UIAF). 
Sobre este Sistema, se habrá de profundizar al hacer mención al grado de avance de las 
prioridades del gobierno que involucran a la unidad. 
 
El proyecto Senaclaft: Otra de las metas fijadas guarda relación con el desarrollo de un Sistema 
de Información (Proyecto Senaclaft), a cuyos efectos la Senaclaft, se encuentra trabajando en 
conjunto con la DGGE. Dicho sistema está siendo diseñado considerando criterios de eficiencia, 
seguridad y confiabilidad, con el fin de garantizar un manejo adecuado de la información y una 
mejora en la toma de decisiones. En efecto, el proyecto mencionado requiere de un Sistema 
integrado de análisis de información el cual permita: incorporar los datos contenidos en la 
“plataforma de Silccon”, incorporar otras fuentes de información que contienen datos relevantes 
para esta Secretaría, normalizar dichos datos y las tablas maestras y hacer matching entre las 
diferentes tablas bajo un único conector. 

Tiene como principales objetivos: tareas de investigación, establecer perfiles de riesgo en cuanto 
a los SO y realización de informes estadísticos. Así las cosas, será utilizado como herramienta 
de gestión interna de datos y deberá explotar y gestionar todas las fuentes de información e 
identificar situaciones anómalas, atípicas o sospechosas. Asimismo, posibilitará detectar 
maniobras del crimen organizado e identificar y evaluar situaciones de riesgo de LA/FT, 
notificando al Silccon sobre las alertas más relevantes. También permitirá actualizar la ENR y 
realizar propuestas de modificaciones legales, reglamentarias o estratégicas a la Comisión 
Coordinadora contra el LA/FT. 

Acceso a otras bases de datos relevantes: Concomitantemente con el Proyecto Senaclaft, se 
trabaja en la ampliación de las bases de datos a las que la Secretaría tiene acceso, mediante la 
suscripción de convenios con otros organismos o la renovación de otros acuerdos preexistentes 
con un alcance significativamente más amplio, lo que permitirá fortalecer de manera integral el 
cumplimiento de los objetivos institucionales; algunos de los cuales ya se concretaron, como en 
el caso del Poder Judicial (PJ), BCU y DGI. 
 
Para ello, se llevaron a cabo reuniones con diversos organismos, con el propósito de solicitar y 
coordinar el intercambio de información relevante y necesaria para el cumplimiento de nuestros 
objetivos institucionales. con el fin de conocer la información gestionada por los mismos, sus 
sistemas informáticos y la meta data que los conforman. Dicho análisis nos permitió determinar 
los datos que son relevantes a nuestros cometidos. 
Durante las más de 25 reuniones celebradas, se expuso el alcance de los objetivos planteados 
y la importancia de contar con datos actualizados, precisos y pertinentes, los cuales permitirán 
fortalecer el análisis, la planificación y la toma de decisiones en el marco de las potestades 
legales de esta Secretaría. Los organismos que comparecieron a las mencionadas reuniones, 
manifestaron su disposición para colaborar, comprometiéndose a proporcionar la información 
requerida conforme a sus competencias y a los plazos que oportunamente se establecerán. 
 
En definitiva, estas tres iniciativas (Silccon, Proyecto Senaclaft y Ampliación de bases de datos), 
están en línea con las metas fijadas de promover e implementar el intercambio de información 
entre los organismos del sector público, entre ellos el seguimiento de las amenazas de LA/FT/FP; 
así como desarrollar capacidades en el análisis y uso de herramientas de análisis de datos e 
inteligencia artificial. 
 
Actividad en GAFILAT: En lo que respecta al ámbito internacional, en 2025 se ha trabajado 
activamente con los organismos especializados en la materia.  
GAFILAT es una organización regional que congrega a dieciocho países latinoamericanos, 
además de países y organismos internacionales observadores, para la lucha contra el LA/FT/FP, 
promoviendo la mejora de las políticas nacionales de combate a estos delitos y la cooperación 
entre los países miembros.  
 
En tal sentido, se ha trabajado proactivamente en el seno de GAFILAT y de sus grupos de trabajo, 
tanto en las sesiones plenarias (Plenos de Representantes de los meses de julio y diciembre de 
2025), como en diversos proyectos en los que la Senaclaft ha sido convocada para ser parte, en 
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análisis de documentos que han sido puestos a su consideración y respuestas de cuestionarios 
y/o formularios.  
Así, se ha participado activamente en los siguientes proyectos/documentos/cuestionarios: 
"Fortalecimiento de procesos y herramientas estadísticas para demostrar efectividad", “Uso del 
Freeware para consulta de listas de sanciones del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas 
(CSNU) en FT/FP”, “Información de Aportes sobre Cooperación Penal Internacional de la FGN 
de evaluaciones de la Red Global”, “Encuesta para la Evaluación Sectorial de Riesgos de FP”, y 
“Proyecto del Observatorio de Estadísticas ALA/CFT”, “Herramientas de Gestión de Riesgos de 
LA/FT para SO”; “Encuestas semestrales de Resultados, “Actualización de la matriz de 
intercambio de información” e “Inventario de las Fuentes Abiertas disponibles en nuestro país” 
(estos tres últimos a solicitud de la Red de Recuperación de Activos de GAFILAT (RRAG); 
además de estar participando a través de expertos técnicos en la Quinta Ronda de EM que 
GAFILAT inició respecto de Cuba en 2025 y de participar en la que se habrá de iniciar a Costa 
Rica en 2026, lo que nos permitirá interiorizarnos aún más en la nueva Metodología de 
Evaluación, con miras a nuestro propio proceso de EM a iniciarse en el año 2030. 
A ello se suma, la colaboración como expertos técnicos en el segundo proceso de recalificación 
de la República Bolivariana de Venezuela en el ámbito del Grupo de Acción Financiera del Caribe 
(Gafic), comenzado y finalizado en el correr del presente año (junio-diciembre).  
 
Huelga decir que, durante el mes de mayo de 2025 y en el marco del proceso de seguimiento 
intensificado en que se encuentra nuestro país y que coordina la Senaclaft, se remitió a GAFILAT 
el correspondiente informe anual de seguimiento con las principales acciones adoptadas por los 
organismos que conforman el sistema nacional ALA/CFT/CFP referidas al nivel de efectividad, 
de modo de dar cumplimiento a las distintas acciones recomendadas por el organismo 
internacional en ocasión de la última EM de nuestro país del año 2019.  
Dicho informe fue aprobado por parte del organismo regional. 
El proceso de las EM no termina con la aprobación del informe de evaluación, sino que, al 
aprobarse un informe, el grupo decide, en función de la gravedad de las deficiencias 
identificadas, la aplicación de un proceso de seguimiento para cada uno de los países evaluados, 
con la finalidad de verificar periódicamente los avances que se van realizando a fin de superar 
las principales deficiencias del sistema. 
 
En el seno de GAFILAT, funciona la RRAG que tiene por finalidad el intercambio de información 
para facilitar la identificación, localización y recuperación de activos, productos o instrumentos 
provenientes de actividades ilícitas en América Latina. Esta red conformada por todos los países 
miembros de GAFILAT más España, Francia, Italia y el Principado de Andorra, cuenta, desde 
octubre de 2010, con una plataforma electrónica para el intercambio de información en un 
ambiente seguro, con sede en Costa Rica.  
La RRAG interactúa y coopera con otras redes regionales de recupero de activos, tales como las 
Redes Interinstitucionales de Recuperación de Activos CARIN, CARIB y ARIN-AP, entre otras.  
 
Durante el año 2025, la Senaclaft tramitó a través de la Plataforma de la RRAG 6 pedidos de 
información activos y 11 pasivos.  
Los pedidos de información activos refieren a las solicitudes enviadas por nuestro país, en tanto 
los pasivos a los recibidos por Uruguay provenientes de otros países. Teniendo en cuenta que 
la escasez de casos de LA y decomisos es uno de las principales debilidades que presenta 
nuestro país, corresponde destacar la decisión de la actual Senaclaft de no limitarse a ser 
únicamente receptora de solicitudes de información, como ocurría anteriormente, sino, por el 
contrario, recurrir activamente a la solicitud de cooperación vía RRAG hacia todos los países que 
integran la red global.  
Las consultas activas involucraron a 38 personas físicas y 12 personas jurídicas, habiéndose 
identificado bienes pertenecientes a algunas de las personas físicas o jurídicas solicitadas por 
un valor aproximado de € 1.855.194.  
En tanto, las consultas pasivas involucraron a 46 personas físicas y 11 personas jurídicas. Como 
resultado de las búsquedas realizadas en la Base de datos de la DGR, fue posible identificar 
bienes pertenecientes a personas físicas o jurídicas solicitadas. El valor de los inmuebles 
identificados ascendió a la suma aproximada de U$S 7.325.396. 
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En consonancia con la activa participación de la Secretaría, nuestro país fue seleccionado para 
participar del ejercicio de “Simulacro de Congelamiento del Consejo de Seguridad de la ONU”, 
inserto en el proyecto de GAFILAT para desarrollar simulacros a nivel regional.  
Esta fue la primera experiencia en materia de simulacros de congelamiento llevada a cabo en 
nuestro país y, teniendo presente el gran interés manifestado por otros miembros del grupo 
regional de participar en esa experiencia, es dable destacar la predisposición de GAFILAT en 
acoger nuestra petición de llevar adelante una experiencia de este tipo, particularmente, en virtud 
de haber representado una instancia muy fructífera. 
La gran mayoría de los países de la región presentan importantes desafíos en demostrar la 
efectividad de sus sistemas y mecanismos nacionales para dar cumplimiento a las 
Recomendaciones 6 y 7 y a los Resultados Inmediatos 10 y 11 del GAFI, derivado de que, en la 
práctica, no han ocurrido o han sido pocos los casos reales de implementación de SFD por FT/FP 
derivado de coincidencias en listas de sanciones del CSNU. Es importante acotar que la 
inexistencia de casos condice con el riesgo bajo generalizado de FT/FP en la región. 
 
Se reitera que, representó una experiencia muy fructífera, que contó con la participación de 
GAFILAT, diversas autoridades nacionales competentes en materia CFT/CFP y 30 sujetos 
obligados del sector financiero y no financiero.  
Además, se resalta el formato del proyecto con una primera instancia de simulacro propiamente 
dicho que permite simular la situación como si se diera en la realidad de manera de medir la 
capacidad de respuesta de todo el sistema (preventivo/represivo - sectores privado/público: SO 
de los sectores financiero y no financiero y sus organismos supervisores -UIAF y Senaclaft-, FGN, 
PJ, MRREE) y una segunda instancia de retroalimentación con todos los partícipes que permitió 
además de recibir la devolución y los aportes del experto técnico de GAFILAT, recibir consultas 
de todos las partes involucradas en relación con cuestiones prácticas en punto a la etapa del 
procedimiento en que cada uno de ellos interviene y que fueron muy relevantes a la hora de 
identificar aspectos en nuestro sistema nacional que pudieran ser optimizados. 
A este respecto se indica que, sin perjuicio de la normativa internacional, en nuestro país el 
procedimiento a aplicar se encuentra reglado en la Ley N° 19.749 “Ley contra el financiamiento 
del terrorismo y aplicación de sanciones financieras contra las personas y entidades vinculadas 
al terrorismo, su financiamiento y la proliferación de armas de destrucción masiva” de 15 de mayo 
de 2019 y su Decreto reglamentario N° 136/019 de 16 mayo de 2019. 
 
En lo que refiere al relacionamiento con el CICTE de la OEA, se destaca la participación de 
integrantes de la Senaclaft como expositores en talleres regionales sobre FT y la implementación 
de SFD de ONU, compartiendo la experiencia nacional en este tema, lo que ha permitido 
estrechar aún más los lazos con dicho Comité.  
 
Y en lo que atañe al relacionamiento con el Comité Antiterrorismo de la Organización de 
Naciones Unidas (ONU) se ha colaborado con nuestra cancillería en la remisión de los informes 
técnicos que se han enviado al referido Comité. 
 
También se ha participado en instancias de intercambio con el Banco Mundial, como ser en 
materia de formularios/encuestas respecto de Uso de datos de beneficiarios finales (BF). 
 
La actividad de Supervisión: En el año 2025, se continuó el trabajo en materia de supervisión de 
la actividad de los SO del sector no financiero (APNFD) regulados por el artículo 13 de la ley N° 
19.574, a cuyos efectos se definió hacer foco no sólo en aspectos prácticos y normativos, sino, 
en particular, en materia de entendimiento de los riesgos, así como en el propósito de las 
operaciones, de manera tal de prevenir que los SO sean utilizados como vehículo para el 
LA/FT/FP. Y de esta forma, interactuar con los SO para lograr que éstos comprendan realmente 
el por qué revisten la calidad de SO.  
A estos efectos, se realizó una revisión completa de los procedimientos y los criterios de 
supervisión aplicados por la Secretaría, con la finalidad de enfocar las actuaciones en el riesgo, 
priorizando la aplicación de criterios de supervisión basados en el riesgo de cada transacción o 
cliente, en vez de aplicar criterios meramente formales de actuación. También se han iniciado 
actuaciones en sectores considerados de mayor riesgo y que, por lo tanto, requieren actuaciones 
más complejas y de mayor dedicación de tiempo. 
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En el presente año, se completaron todas las actuaciones que estaban iniciadas o que sin estar 
iniciada la actuación se había formalizado un proceso mediante la creación de un expediente a 
fines del año 2024, las que ascendían a 197, y se procesaron todos estos cambios 
metodológicos, por lo que se considera que este ha sido un año de transición, previéndose que 
a partir del año próximo la actividad comience a desarrollarse en forma más fluida, lo que 
permitirá retomar las cifras de supervisiones.  
El uso de herramientas tecnológicas permitió continuar desarrollando la actividad de fiscalización 
tanto in situ como extra situ. 
A continuación, se detallan las nuevas actuaciones iniciadas en el presente año 2025, en función 
de los criterios expuestos: 
  

Sector Montevideo Interior Total 

  In situ extra-situ In situ extra-situ   

Escribanos     7      2        7    16 

Contadores   12          12 

Inmobiliarias y Promotores     2         17    19 

Organizaciones Sin Fines de Lucro (OSFL)     4      2          6 

Galerías de arte y Joyerías     3            3 

Proveedores de Servicios Societarios     9            9 

Rematadores     1            1 

Sociedad Anónima Deportiva     2            2 

Zona Franca     1            1 

Otros     1            1 

Total Actuaciones   42      4    0     24     70 

 
Adicionalmente, en el presente año se han dictado un total de 221 resoluciones entre las cuales 
se encuentran aquellas que otorgan vista, disponen el archivo o archivo con recomendaciones, 
sanciones, recursos e intimaciones por actuaciones de supervisión en curso. 
En lo que refiere a la aplicación de sanciones, acorde a las facultades que le otorga la ley a la 
Senaclaft, se impusieron por Resolución 23 apercibimientos, 34 observaciones y 36 multas por 
un total de 1.488.488 unidades indexadas (UI), equivalente a $ 9.561.154 al 31/12/2025.  
Asimismo, se tramitaron y/o tramitan ocho procesos para el cobro de multas, recursos de 
revocación y jerárquico y acciones de nulidad.  
En cuanto al cobro de multas, se promovió Juicio Ejecutivo para el cobro de una multa de 45.001 
UI (equivalente a $ 280.460 pesos uruguayos al 21/02/2025) con traba de embargo genérico.   
Con fecha 7 de noviembre de 2025, recayó Sentencia N° 296/2025 dictada por el Juzgado 
Letrado en lo Contencioso Anulatorio de 2° Turno, desestimando la acción de nulidad y 
confirmando el acto impugnado, actualmente en etapa de apelación.          
En tanto, ante el TCA se encuentran en trámite dos juicios, habiéndose presentado alegatos en 
ambos casos. 
 
En materia de supervisión, también ha sido importante la labor llevada a cabo en el seno de los 
Comités de Relacionamiento con las APNFD en todos sus sectores: Casinos, Inmobiliario (que 
incluye al sector Escribanos, Inmobiliarias y Rematadores), Zonas Francas, Proveedores de 
Servicios Societarios (que incluye asimismo a profesionales Abogados, Escribanos y Contadores 
que prestan estos servicios) y Contadores, en consonancia con la meta fijada en ese sentido. 
Se mantuvieron reuniones con los diferentes sectores de actividad a lo largo de todo el año, a fin 
de relevar sus inquietudes respecto al funcionamiento del sistema, las dificultades que se 
plantean en su sector y explicar el enfoque y los procedimientos de supervisión, siendo éste un 
espacio propicio para que los diversos sectores planteen sus dificultades e inquietudes al 
supervisor.  
En este período, se destaca la incorporación de la UIAF del BCU a estas reuniones, en 
cumplimiento de la meta de integrar supervisores de LA/FT y SO. Asimismo, tratándose de la 
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unidad receptora de los reportes de operaciones sospechosas (ROS), la UIAF es un actor clave 
en el funcionamiento del Sistema Nacional contra el LA/FT, resultando de mucha utilidad su 
participación en todas las reuniones, a efectos de lograr una mayor efectividad en la detección y 
reporte de operaciones inusuales o sospechosas.  
 
Estas fructíferas instancias de intercambio serán un valioso insumo para la redacción y 
elaboración de las modificaciones que corresponda introducir, oportunamente y en su caso, al 
Decreto reglamentario N° 379/018 a raíz de las modificaciones propuestas a la Ley N°19.574 y 
otros textos normativos, así como en avances en materia de evaluaciones de riesgo sectoriales. 
 
En referencia a este último punto, se comenzó a trabajar en las evaluaciones de riesgo 
sectoriales, comenzando por las personas y estructuras jurídicas, actividades de trading y zonas 
francas. A dichos efectos, se mantuvieron y continúan realizándose reuniones con otros 
organismos públicos vinculados con cada uno de esos sectores, así como con representantes 
de estos últimos: UIAF, MEF, Auditoría Interna de la Nación (AIN), DGI, DGR, FGN, Dirección 
Nacional de Zonas francas (DNZF) y Cámara de Zonas Francas del Uruguay (CZFUY). 
El análisis sectorial de riesgos implica conocer la conformación de cada sector, así como 
también, en función de los factores de riesgos identificados y el nivel de riesgo asociado a cada 
factor, determinar el riesgo de cada persona física y/o jurídica que lo integra y por ende el riesgo 
del sector en su conjunto.  
 
Las actividades de capacitación: En cumplimiento de la meta de promover el desarrollo de 
programas de capacitación para los SO, sobre todo a través de talleres online utilizando el canal 
de YouTube de la Senaclaft, se actualizaron los siguientes cursos on line:   
 

Curso Visitas 

Capacitación para Abogados: Caso práctico sobre análisis de riesgo y debida 

diligencia 
   68 

Capacitación para Casinos: Rol de los Casinos en el Sistema de Prevención de 

LA/FT 
   47 

Capacitación para Casinos: Caso práctico sobre análisis de riesgo y debida 

diligencia:  
   78 

Capacitación para Constructoras: Rol de los Casinos en el Sistema de Prevención 

de LA/FT 
   60 

Capacitación para Escribanos: Caso práctico sobre análisis de riesgo y debida 

diligencia 
  167 

Capacitación para Escribanos: Rol de los Escribanos en el Sistema de Prevención 

de LA/FT 
  186 

Capacitación para Constructoras: Caso práctico sobre análisis de riesgo y debida 

diligencia 
  135 

Capacitación para Inmobiliarias: Rol de las Inmobiliarias en el Sistema de 

Prevención de LA/FT 
  278 

Capacitación para Inmobiliarias: Caso práctico sobre análisis de riesgo y debida 

diligencia 
  791 

Capacitación para OSFL: Rol de las OSFL en el Sistema de Prevención de LA/FT    71 
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Capacitación para OSFL: Caso práctico sobre análisis de riesgo y debida diligencia    70 

Capacitación para Promotores de Servicios Societarios: Rol de las Promotores de 

Servicios Societarios en el Sistema de Prevención de LA/FT 
   59 

Capacitación para Promotores Privados de la Construcción: Caso práctico sobre 

análisis de riesgo y debida diligencia 
   43 

Capacitación para SAD: Caso práctico sobre análisis de riesgo y debida diligencia    70 

Capacitación para Zonas Francas: Caso práctico sobre análisis de riesgo y debida 

diligencia 
  121 

Capacitación para SAD: Rol de las SAD en el Sistema de Prevención de LA/FT    97 

Capacitación para Rematadores: Rol de los Rematadores en el Sistema de 

Prevención de LA/FT 
  100 

Capacitación para Rematadores: Caso práctico sobre análisis de riesgo y debida 

diligencia 
   92 

Capacitación para Promotores Privados de la Construcción: Caso práctico sobre 

análisis de riesgo y debida diligencia 
  313 

TOTAL 2.846 

 
A ello se suma el curso online denominado "Curso de Prevención de Lavado de Activos y 
Financiamiento del Terrorismo" desarrollado por la Senaclaft con la colaboración de Agesic y 
Educantel.  
Se trata de un curso de acceso libre y gratuito, que brinda los conocimientos básicos sobre el 
tema y que se desarrolla totalmente a distancia, estando disponible las 24 horas, los 365 días 
del año desde cualquier dispositivo informático con conexión a Internet.  
Si bien está organizado en aulas destinadas a los SO del sector no financiero (APNFD), también 
está abierto a la ciudadanía en general, otorgándose un certificado a todos aquellos que lo 
completen exitosamente.  
Durante el año 2025 se matricularon 2.569 participantes, habiendo aprobado 2.566 de ellos. 
 
La disponibilidad de recursos en la plataforma web (cursos, guías, señales de alerta) pone 
especial énfasis en aspectos normativos y prácticos que faciliten el cumplimiento y así prevenir 
que los SO sean utilizados como vehículo para el LA/FT/FP. 
 
Tal como se expuso anteriormente, y de acuerdo con sus cometidos, durante este año la 
Senaclaft ha continuado participando en capacitaciones para los funcionarios de las entidades 
públicas y privadas que conforman el sistema nacional ALA/CFT/CFP, abarcando las áreas 
preventivas, de detección y de represión penal relacionados con estos flagelos trasnacionales, 
privilegiando la realización de este tipo de actividades en más de una jornada, como forma de 
facilitar la efectiva acumulación de conocimientos y experiencias compartidos y de esta forma 
que no se trate sólo de eventos específicos, sino de actividades que tengan una continuidad de 
participantes y contenidos. 
Concretamente, en estas actividades fueron capacitadas aproximadamente 300 personas, tanto 
de nuestro país como del exterior (jueces, fiscales, funcionarios policiales y de diferentes 
organismos, como Dirección de Investigaciones de la Policía Nacional, DGLCCO e Interpol, 
Dirección General de Información e Inteligencia Policial y Cibercrimen, Prefectura Nacional 
Naval, Autoridad Central de Cooperación Jurídica Internacional, Instituto Técnico Forense -ITF-, 
Fondo de Bienes Decomisados -FBD-, DNA, DGI, BPS y Senaclaft); contando también con la 
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participación de expertos internacionales que expusieron y discutieron diferentes cuestiones 
relacionadas con las temáticas propuestas, además de conformar grupos de trabajo. 
A vía enunciativa, corresponde destacar, actividades desarrolladas con: GAFILAT (“Simulacro 
de Congelamiento del Consejo de Seguridad de la ONU”, “Taller de formación sobre 
investigaciones financieras de FT)"; Centro de Formación de FGN (“Capacitación sobre 
criptoactivos en investigaciones criminales”, “Entrenamiento en LA”, “Encuentro Regional 
Montevideo-Canelones sobre Investigaciones de LA, fuentes de información y casos prácticos”) 
y con la Dirección de la Policía Nacional, organizadas con las Jefaturas Departamentales de San 
José y Colonia. 
 
Actividad del Observatorio de Análisis Estratégico (OAE): De conformidad con el Decreto N° 
354/012 de 31 de octubre de 2012, el OAE es responsable de la obtención, procesamiento, 
análisis y distribución de información relevante en materia de LA/FT/FP a la Secretaría, con la 
finalidad de asistir oportunamente en la toma de decisiones políticas al más alto nivel de gobierno 
en esta materia.  

En virtud de ello y en cumplimiento de sus cometidos, durante el corriente año, sus actividades 
se centraron en los siguientes puntos: a) administración de fuentes de información b) asegurar 
el correcto procesamiento de la información estadística, c) análisis de la información para la toma 
de decisiones y d) distribución de información relevante para los actores del Sistema de 
Prevención de LA/FT/FP. A tal fin, se elaboraron 145 Informes-Reportes-Memorándums-
Presentaciones, por los que se dio respuesta a pedidos de información de diferentes organismos 
del Estado, FGN y Organismos Internacionales, así como a pedidos internos de diferentes áreas 
de la propia Senaclaft. Asimismo, se elaboraron informes proactivos sobre temas de actualidad 
e interés para la Secretaría. 

El OAE también se encarga de la actualización de la página web de la Senaclaft, orientada a 
difundir la actividad de la Secretaría y a facilitar el acceso de los SO y de la ciudadanía en general 
a contenidos de utilidad. Cabe destacar que la misma ha recibido durante el corriente año 
aproximadamente 148.000 consultas, promediando las 430 consultas diarias. 
 
Publicación de Informe Estadístico 2020-2024: La Senaclaft continúa con su Sistema Nacional 
de Estadísticas LA/FT, consistente en un sistema integral de generación y mantenimiento de 
estadísticas en materia de lucha contra el LA/FT y que incluye datos del PJ, FGN, MI, UIAF-BCU, 
DGR, Asesoría Autoridad Central de Cooperación Jurídica Internacional, FBD y Senaclaft. 
En el correr de 2025, se publicó el informe estadístico sobre el sistema LA/FT de Uruguay 2020-
2024, que está cargado en la página web de la Senaclaft accediéndose a través del siguiente 
enlace: https://www.gub.uy/secretaria-nacional-lucha-contra-lavado-activos-financiamiento-
terrorismo/comunicacion/publicaciones/informe-estadistico-2020-2024 
En una breve aproximación, el informe consigna datos de inteligencia financiera (ROS, casos 
remitidos a Fiscalía y reportes sistemáticos), datos de investigaciones y condenas 
(investigaciones, imputaciones y condenas judiciales por LA y sus actividades delictivas 
precedentes), datos de bienes incautados y decomisados (incautación de bienes y moneda y 
decomiso de activos), datos de cooperación internacional (cooperación judicial, cooperación 
administrativa de UIAF o intercambios de inteligencia, cooperación administrativa por la RRAG), 
datos de supervisión, datos de cooperación nacional y datos de FT. 
 
El Registro de Sujetos Obligados (SO) de Senaclaft, cuyo número de inscriptos asciende a 
13.974, se nutre de la información brindada por las personas físicas y jurídicas obligadas y 
genera insumos fundamentales para conocer el mencionado sector, ya que se dispone de 
información básica de los SO, discriminados por sector de actividad, por zona geográfica y 
formato societario, entre otros. 
A partir del reporte que surge del sistema, el OAE realiza mensualmente un informe con los datos 
obtenidos del mismo.  
Asimismo, se presta asistencia a los SO vía e-mail y telefónica. Durante el año 2025, se 
contestaron 36 consultas recibidas por correo electrónico y 14 ingresadas a través del sistema 
de consultas. En términos generales, las consultas estuvieron vinculadas a procedimiento de 
inscripción en el Registro, determinación de si corresponde o no la obligación de inscribirse, 
trámite de baja del Registro y recuperación de la constancia de inscripción. 
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En lo que respecta a la Comisión de Consultas propiamente dicha, en el presente año se 
procesaron 99 consultas de los SO, las que versaron sobre Cannabis/Cáñamo, Cursos (en línea), 
Guías y Manuales, Listas de búsquedas, Participación Público Privada (PPP), así como acerca 
de la aplicación del derecho e interpretación de la normativa vigente y aplicable, respetando los 
requisitos específicos que se establecen para este tipo de consultas 
 
A través de la casilla de correo comunicacionesenaclaft@presidencia.gub.uy, los SO reciben 
información sobre nuevas normativas nacionales e internacionales en materia de prevención del 
LA/FT/FP, actualizaciones de las listas de sanciones de la ONU referentes al terrorismo, FT y FP 
y otras informaciones que se consideren de interés para los SO. 
 
Durante el presente año, se incluyó dentro de las metas, viabilizar alternativas para búsquedas 

en las listas del CSNU, de forma de brindar a los SO, en caso de caída del buscador de listas 

del CSNU, una opción alternativa. En cumplimiento de ello, se incluyó una opción alternativa en 

la sección de Fuentes Abiertas/Listas del CSNU de la página web de la Secretaría. Allí, los SO 

pueden consultar la Lista consolidada del CSNU, que incluye todas las personas y entidades 

designadas sujetas a medidas impuestas por el Consejo de Seguridad y cumplir con los 

requerimientos de Debida Diligencia del Cliente (DDC). 

Publicación de catálogo de fuentes abiertas: En ese contexto, también se formuló el documento 
“Catálogo de Fuentes Abiertas”, disponible en la página web de la Senaclaft, que incluye la 
recopilación de fuentes abiertas de información específicas para Uruguay actualizado a octubre 
de 2025, detallando recursos disponibles que permiten verificar información sobre personas 
físicas y jurídicas que podrían resultar de interés para los SO (con el fin de facilitar sus tareas de 
DDC), público general (como insumos de información general) y analistas de inteligencia 
(destinados a realizar análisis y verificar hechos).  
Fuentes abiertas son todos aquellos medios, bases de datos, documentos, registros o contenidos 
que están legalmente disponibles al público. Incluye, pero no se limita, a: medios de 
comunicación, páginas web, blogs, foros, documentos públicos, datos abiertos del gobierno, etc. 
Este documento ha sido valorado muy positivamente por los SO y se encuentra disponible en la 
siguiente dirección web: https://www.gub.uy/secretaria-nacional-lucha-contra-lavado-activos-
financiamiento-terrorismo/comunicacion/noticias/recopilacion-fuentes-abiertas-informacion-
especificas-para-uruguay 

Y se continúa con la publicación en la página web de la Senaclaft, del Listado de Personas 
Políticamente Expuestas (PEP),  

La colaboración con la Fiscalía en las investigaciones: Desde el año 2006, Uruguay viene 
utilizando los equipos multidisciplinarios, para potenciar el desarrollo de investigaciones 
paralelas. Estos equipos funcionan bajo la dirección de los fiscales, auxiliando a la justicia en las 
investigaciones financieras de LA/FT y, usualmente, están conformados por personas de 
diferentes dependencias, siendo los funcionarios que los integran relevados del secreto y la 
reserva por resolución fundada del juez competente. En ese marco de actuación, se realizan 
reuniones periódicas de coordinación con fiscales y de trabajo con los integrantes de los 
respectivos equipos multidisciplinarios. 

Coincidiendo con ese espíritu de trabajo y en línea con una de las 63 prioridades fijadas por el 
Gobierno Nacional que en materia de seguridad prevé poner especial atención en el LA, la 
Senaclaft incluyó dentro de sus metas en materia de investigación, potenciar esa forma de 
trabajo, además de la colaboración individual que también se pudiera brindar. Ésta es una de las 
áreas que ha sido priorizada por la Senaclaft, por lo que se han reforzado los recursos técnicos 
disponibles para colaborar con las fiscalías especializadas en las investigaciones patrimoniales 
de los casos de LA. Esta priorización se ha reflejado en el incremento significativo del número 
de investigaciones en las que participaron técnicos de la Senaclaft.  
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A continuación, se presenta el detalle de las actuaciones realizadas durante al año 2025: 

Investigaciones en las que se participó        47 

Integrando Equipos multidisciplinarios        13 

En forma individual       34 

Personas físicas informadas      609 

Personas jurídicas informadas      157 

Bienes muebles informados      195 

Bienes inmuebles informados      151 

 
El artículo 27 del Decreto N° 246/021 de 28 de julio de 2021, prevé que el Instituto de Regulación 
y Control del Cannabis (Ircca), solicite en forma previa a otorgar la licencia respectiva, informe a 
la Senaclaft sobre beneficiario/s final/es y origen de fondos destinados a la inversión. En 2023 
se incorporaron al estudio proyectos de tercerización de servicios relacionados con cannabis. 
 
Por su parte, el artículo 2 del Decreto 372/014 de 16 de diciembre de 2014, en redacción dada 
por el Decreto 250/015 de 14 de setiembre de 2015, dispone que en el caso de proyectos de 
cannabis no psicoactivo (cáñamo) para uso industrial, el Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca (MGAP) podrá solicitar informe a la Senaclaft, previo al otorgamiento de la licencia.  
 
En materia de proyectos vinculados con cannabis/cáñamo, durante al año 2025, la actividad de 
la Senaclaft en esta área consistió en la realización de 18 informes. 
Para elaborar su informe, la Senaclaft debe realizar una búsqueda de datos en fuentes abiertas 
y listas internacionales de control, por cada una de las personas involucradas en los proyectos, 
además de controlar los certificados de antecedentes judiciales, expedidos en el país o en el 
extranjero. En algunos casos complejos, se requiere establecer contactos con autoridades 
nacionales o extranjeras, para profundizar la información y realizar un análisis pormenorizado de 
diversa información contable y financiera, así como el estudio jurídico de la documentación de 
las empresas postulantes (estatutos, contratos, etc.). Asimismo, además de realizar el estudio 
de los expedientes, la Senaclaft puede interactuar con los postulantes, a efectos de aclarar dudas 
y orientarlos sobre la documentación a presentar.  
 
Conforme al artículo 22 del Decreto 17/012 de 26 de enero de 2012 en redacción dada por el 
Decreto N° 261/019 de 9 de setiembre de 2019, la Senaclaft deberá realizar el informe de 
identificación y conocimiento del beneficiario final en los Proyectos de Participación Público-
Privada (PPP), así como el origen de los fondos que se propone destinar en su ejecución.  
El instructivo guía de la documentación que deben presentar las empresas proponentes, a 
efectos de realizar el estudio por esta Secretaría, se encuentra incorporado al Portal web de la 
Senaclaft y el link correspondiente al MEF y Ministerio de Transporte y Obras Públicas (MTOP).  
En el año 2025, no han llegado a la Secretaría expedientes relacionados con PPP para estudio. 
 
Ahora bien, en esa misma línea de análisis se efectuaron 2 informes, a solicitud de la DNZF.  
 
Por último, pero no menos importante, en relación con la meta de fortalecer institucionalmente a 
la Senaclaft, teniendo presente que los funcionarios de la Secretaría revisten la calidad de pases 
en comisión, se ha comenzado a trabajar en relación con la meta de proponer una estructura 
organizacional que asegure la permanencia y continuidad de funcionarios capacitados y con 
experiencia en materia LA/FT/FP y el efectivo cumplimiento de sus obligaciones legales, lo que 
implica definiciones en cuanto a ubicación institucional, así como en materia de recursos 
humanos y materiales. 
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En efecto, se han iniciado gestiones con la Oficina Nacional de Servicio Civil (ONSC) para 
evaluar las definiciones a que se hizo mención.  
 

PROYECTOS DE LEY Y DECRETOS PRESENTADOS CON INICIATIVA DE 
LA UNIDAD 
 
Si bien Uruguay contaba con legislación en la materia, con fecha 5 de junio de 2025, el PE remitió 
al Parlamento del Uruguay un proyecto de ley con modificaciones a la Ley N° 19.574 “Ley integral 
contra el Lavado de Activos” de 20 de diciembre de 2017 y otros textos normativos, que, como 
se expresó anteriormente, fue objeto de tratamiento y análisis por parte de los miembros de la 
Comisión Coordinadora contra el LA/FT, buscando fortalecer las herramientas del Estado para 
abordar el ciclo criminal. 
En efecto, la Comisión Coordinadora trabajó periódicamente con el propósito de abordar, inicial 
y conjuntamente con la "Estrategia Nacional para la lucha contra LA/FT/FPADM”, el proyecto 
modificativo de la Ley N° 19.574 y otros textos normativos, sin perjuicio de continuar abordando 
otras cuestiones de relevancia para el Sistema ALA/CFT.  
 
En esencia, la reforma legal constituye una pieza vertebral en la estrategia integral destinada a 
combatir la inseguridad. Al entorpecer el LA, derivado de diversas actividades ilícitas, incluyendo 
aquellos delitos que impactan directamente en la seguridad de los uruguayos, se debilita la 
solvencia económica de las organizaciones criminales y se contribuye a un entorno más seguro 
para la colectividad. Es así que la aprobación de este proyecto de ley representa un paso 
trascendental para atender la legítima demanda de seguridad de nuestra ciudadanía. 
Se detallan, a continuación, como se encuentran estructuradas las modificaciones introducidas 
a cuyos efectos, se toma en cuenta el texto actualmente a estudio parlamentario, teniendo en 
cuenta las modificaciones introducidas por el órgano legislativo: 
 
En primer término, la adecuación al sistema procesal penal que se aplica actualmente en nuestro 
país. 
El actual CPP entró en vigencia el 1º de noviembre de 2017. Por su parte, el 20 de diciembre del 
mismo año fue aprobado por el Parlamento del Uruguay el proyecto de Ley Integral Contra el 
Lavado de Activos, remitido por el PE a la Asamblea General el 28 de noviembre de 2016. En 
consecuencia, la Ley Nº 19.574 contenía varias disposiciones que referían a aspectos 
procedimentales coincidentes con el régimen procesal vigente al momento de su elaboración 
(proceso inquisitivo); resultando, por tanto, necesario adecuarla al proceso penal vigente 
(proceso acusatorio y adversarial), a efectos de evitar cualquier tipo de dificultad que se pudiera 
presentar en su aplicación y, así, armonizar las disposiciones contenidas en la Ley Integral contra 
el LA a las disposiciones del CPP. 
En tal sentido, determinadas referencias contenidas en la ley, correspondía que fueran 
sustituidas por las siguientes: "al tribunal penal competente" por "fiscalía penal competente"; 
"etapa presumarial" por "investigación preliminar"; "procesado" por "imputado"; "procesamiento" 
por "formalización". 
Por lo que viene de expresarse quedaron comprendidos en dicha adecuación los siguientes 
artículos: 10, 11, 24, 28, 29, 36, 43, 44, 48, 51, 52, 54, 63, 64, 70, 71 y 75. En igual sentido 
artículo 10 de la Ley Nº 18.401 de 24 de octubre de 2008. 
 
En el subsistema represivo, se agrega la incorporación del artículo 33 bis circunscribiéndolo al 
delito de asistencia al LA. 
La actualización de las actividades delictivas precedentes contenidas en el artículo 34 
incorporando como actividades delictivas precedentes aquellos delitos que se sancionaron con 
posterioridad a la aprobación de la ley como los ciberdelitos (modificación del numeral 34 del 
artículo 34) y el fraude en las entidades integrantes del sistema financiero nacional previsto en 
el artículo 29 de la Ley Nº 19.659 de 21 de setiembre de 2018 (se incorpora el numeral 36), así 
como el delito ambiental de introducción de desechos tóxicos (numeral 35), reconoce las nuevas 
modalidades operativas de la criminalidad y expande el abanico de acciones susceptibles de 
generar LA.  
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A ello se suma, que la redacción de dicho artículo uniformiza y brinda mayor coherencia 
unificando el umbral económico para todas las actividades delictivas precedentes al delito de LA 
en 100.000 UI y en el caso de la defraudación tributaria y aduanera en 400.000 UI. 
Y se realizan precisiones en disposiciones procesales: obligación de notificar a la Junta Nacional 
de Drogas (JND) en los casos en que la medida cautelar no haya sido solicitada por ésta (artículo 
44); se otorga la facultad al Tribunal Penal competente para autorizar el uso de bienes incautados 
a entidades beneficiarias del artículo 59 de la ley, asumiendo éstas las obligaciones del artículo 
2220 y ss. del Código Civil (artículo 48); se regula el registro de las vigilancias electrónicas de 
conformidad con el artículo 209 de la Ley Nº 19.293 (artículo 62). 
 
Adicionalmente, se consideró oportuno incluir en el proyecto, la modificación de algunos artículos 
de la Ley Integral que responden a la necesidad de adaptar dicha normativa a los Estándares 
Internacionales en la materia, acorde con lo dispuesto en las 40 Recomendaciones del GAFI, y 
teniendo en cuenta las recomendaciones establecidas en el informe de EM realizado por 
GAFILAT a Uruguay en 2019. 
Es por ello que se propuso modificar las siguientes normas: 
artículo 1: fortalecimiento de la coordinación interinstitucional en el combate al LA, redefiniendo 
la integración de la Comisión Coordinadora contra el LA/FT;  
artículo 4: rediseño de las atribuciones de la Senaclaft en las áreas de supervisión y asistencia a 
la fiscalía, incorporando como domicilio válido del SO el constituido también ante Senaclaft, 
detallando la información que se podrá requerir en inspecciones y ampliando su rol como auxiliar 
de las fiscalías en relación con los delitos previstos en los artículos 30 a 34; 
artículo 6: delimitación del alcance del acceso a información relevante para sus funciones por 
parte de la Senaclaft; 
artículos 13 y 25: incorporación en la nómina de SO supervisados por Senaclaft a los fiduciarios 
no financieros (generales o profesionales no financieros) y a los prestadores de servicios de 
administración, contabilidad o procesamiento de datos, Inclusión de la permuta en las 
operaciones de abogados, escribanos y contadores, así como la extensión del alcance de las 
sanciones a los directivos y altos gerentes de los SO no financieros, incorporación en la DDC a 
accionistas, socios, inversores, o aportantes de fondos a cualquier título; 
artículo 17: ajustes que tienen que ver con la aplicación de las medidas DDS, eliminando la 
posibilidad de su utilización cuando los fondos sean bancarizados en el entendido de que 
circunstancias tales como la intervención de instituciones de intermediación financiera, la 
utilización de medios de pago electrónico, transferencias bancarias u otros instrumentos de pago 
emitidos por aquéllas, o la observancia de los Estándares Internacionales en materia de 
prevención de LA/FT por parte de los países involucrados en la operación, no justifican de por sí 
la aplicación de medidas de DDS y así adecuarla a los Estándares Internacionales del GAFI; 
artículo 21: ampliación de la documentación respaldante y del plazo de conservación de registros 
a 10 años por parte de los SO; 
artículo 24: extensión del plazo de inmovilización de fondos (congelamiento) por parte de la UIAF 
a 5 días hábiles; 
artículo 27: actualización de las normas sobre intercambio de información por parte de la UIAF, 
contemplando el intercambio espontáneo con autoridades homólogas a nivel internacional para 
cumplir con el Estándar establecido por el Grupo Egmont que agrupa a las Unidades de 
Inteligencia Financiera a nivel mundial; 
artículo 29: incorporación de precisiones relativas al decomiso en la zona primaria aduanera o 
de vigilancia aduanera especial, así como el decomiso de pleno derecho transcurridos seis 
meses desde la incautación; 
 
Finalmente, se moderniza la Cooperación Jurídica Internacional, adoptando términos como 
"Autoridad Central", se prevé la elaboración de informes técnicos no vinculantes por dicha 
autoridad (artículo 68), se establece la innecesariedad de la doble incriminación en los casos de 
cooperación de mero trámite (artículo 71) y se adecúa la redacción del artículo 76 relativo a la 
procedencia de la extradición en los delitos de LA y sus delitos precedentes. 
 
En definitiva, más allá de la simple adecuación normativa, las modificaciones propuestas 
aspiraron y aspiran a consolidar la colaboración interinstitucional, ampliar la capacidad operativa 
del Estado y armonizar nuestra legislación con los Estándares Internacionales en la materia. Un 
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sistema ALA robusto y eficiente, no sólo dificulta la operatividad del crimen organizado, sino que 
también transmite un mensaje inequívoco a la sociedad: el Estado mantiene un compromiso 
firme en la lucha contra la delincuencia en todas sus manifestaciones. 
Por otro lado, se propuso derogar  el artículo 409 de la Ley Nº 20.075 de 20 de octubre de 2022 
que creó en el inciso 33 “FGN” una Fiscalía Especializada en Delitos de Lavado de Activos con 
competencia nacional para investigar los delitos previstos en los artículos 30 a 33 y 35 de la Ley 
Nº 19.574 y sus modificativas, y los delitos de Terrorismo y su Financiación previstos en las 
Leyes Nº 17.835 de 23 de setiembre de 2004 y Nº 19.749, estableciendo que será competente 
también para intervenir en la investigación y juzgamiento de los delitos precedentes (artículo 34 
de la Ley Nº 19.574) cuando el monto de los mismos supere 1.200.000 UI.  
La creación de dicha fiscalía especializada buscó que se investigaran más casos de LA y, en 
definitiva, que se obtuvieran mayores condenas por este delito y mayor cantidad de decomisos 
de bienes provenientes del crimen organizado. Sin embargo, desde que comenzó a funcionar, 
no se obtuvieron los resultados esperados, en consecuencia, a efectos de dotar al sistema ALA 
del Estado y, en particular, al subsistema represivo de mayor efectividad, se propuso la 
transformación de la misma, a fin de que los fiscales que investigan los delitos precedentes sean 
también quienes investiguen el delito de LA en forma paralela y acorde a los dispuesto en la Ley 
Integral contra el LA y a los Estándares Internacionales en la materia. 
 
Considerando que, a nivel mundial, la utilización del dinero en efectivo constituye una actividad 
de riesgo significativo en la lucha contra el LA, se propuso modificar los montos máximos para 
operaciones en la modalidad de pago y entrega de efectivo, modificando el artículo 35 de la Ley 
Nº 19.210 de 29 de abril de 2014, en la redacción dada por el artículo 22 de la Ley 19.889 de 9 
de julio de 2020. 
 
Finalmente, se propuso delimitar el alcance del acceso a información por parte de la SIEE 
(artículo 11 de la Ley Nº 19.696 de 29 de octubre de 2018, en la redacción dada por el artículo 
28 la Ley Nº 19.889 de 9 de julio de 2020). 
 
En ese contexto, la Senaclaft y la Comisión Coordinadora contra el LA/FT concurrieron en 
diversas oportunidades ante la Comisión de Hacienda de la Cámara de Senadores y la Comisión 
Especial de Lavado de Activos de la Cámara de Representantes. 
El proyecto de ley cuenta con media sanción de la Cámara de Senadores y ha sido aprobado en 
general por la Cámara de Representantes, quedando pendiente en dicha cámara la discusión 
del articulado en particular. 
 
GRADO DE AVANCE DE LAS PRIORIDADES DEL GOBIERNO QUE 
INVOLUCRAN A LA UNIDAD 
 
Como ya fuera expresado, en línea con una de las 63 prioridades fijadas por el Gobierno Nacional 
que en materia de seguridad prevé poner especial atención en el LA, la Senaclaft ha definido 
como línea estratégica procurar que la prevención del LA/FT/FPADM sea tomada como una 
política de Estado. 
 
Con esa finalidad se ha procurado fortalecer la posición del país ante los organismos regionales 
e internacionales que se ocupan del LA/FT/FPADM.  
 
En esa misma línea de acción, la Senaclaft incluyó dentro de sus metas en materia de 
investigación, potenciar el trabajo por la vía de los equipos multidisciplinarios de apoyo a la 
investigación o de la colaboración individual.  
Es así que, en el año 2025, la Senaclaft ha intervenido en forma individual (34) o como integrante 
de un equipo multidisciplinario (13), en 47 investigaciones (relativas a 60 oficios), en las que ya 
se han elaborado los respectivos informes que han involucrado a 609 personas físicas, 157 
personas jurídicas, 195 bienes muebles y 151 bienes inmuebles.  
 
En materia de seguridad también se fijó como una de las prioridades la creación y puesta en 
funcionamiento del Silccon. 
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Así las cosas, por Decreto N° 95/025 de fecha 28 de abril de 2025, se creó el Silccon conformado 
por Presidencia de la República, MI, MDN, MRREE, MEF (DNA y DGI), MEC (Jutep y FGN), 
SIEE, Secretaría Nacional de Drogas, Senaclaft, Agesic y BCU (UIAF). 
La creación del Silccon tiene como objetivo principal la coordinación y articulación de las políticas 
públicas de seguridad, la lucha contra el crimen organizado y el narcotráfico. A tal fin, el artículo 
2 literal b del Decreto N° 95/025 define como uno de sus cometidos, instrumentar mecanismos 
de intercambio de información que permitan agilizar, hacer eficaz y eficiente la coordinación y 
articulación de las políticas públicas que diseñan y ejecutan, en los ámbitos de sus respectivas 
competencias, los distintos organismos públicos que conforman el Sistema. Asimismo, el literal 
c del mismo artículo establece la necesidad de implementar herramientas tecnológicas que 
fortalezcan dicho intercambio y favorezcan la creación de sistemas de alerta temprana frente a 
amenazas al Sistema, asegurando la prevención, detección, reacción y respuesta. 

El alcance definido para este proyecto es generar un sistema que contenga: una plataforma 
segura de intercambio de información, espacio centralizado en el cual todos los organismos 
comprendidos puedan volcar y consultar los datos necesarios para el cumplimiento de sus 
cometidos, en el marco de sus potestades legales; y alertas propias del Sistema, un sistema de 
gestión de incidentes, con características de “ticketing” y altos estándares de seguridad. También 
contendrá, alertas automáticas que notifiquen a los distintos organismos que integran el Silccon 
cuando hay un evento que requiere atención inmediata. 

La información intercambiada entre los actores que lo conforman, si bien resulta útil para el 
cumplimiento de los cometidos específicos de cada entidad, al ponerse a disposición de todos 
enriquece y fortalece el funcionamiento del Sistema en su conjunto, lo que constituye, 
precisamente, la finalidad del Silccon. Se entiende por fuentes de información aquellos datos que 
poseen o generan los distintos organismos que integran el Sistema. Para compartir 
documentación, actas y presentaciones, la DGGE habilitó la plataforma Nextcloud, con 
autenticación de doble factor.  

En aplicación de lo antes expresado, la Senaclaft participa en dos Grupos de Trabajo: el primero, 
Técnico, con el objetivo de diseñar un proyecto informático integrado y seguro de recepción de 
información y acceso a las bases de datos propias de los organismos públicos que integran el 
Silccon y el segundo, Jurídico, a fin de definir la normativa aplicable a cada uno de dichos 
organismos, en particular en lo que refiere a los deberes de secreto y/o reserva.  

En ese contexto y, a raíz de las actividades llevadas a cabo, se ha logrado el hito de implementar 
un “plan piloto” de lo que es el Silccon dentro de la órbita de la Senaclaft. 


